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SENTENCIA núm 000606/2021

Magistrado-Ponente

ILMO.SR. D. JUAN CARLOS FERNANDEZ LLORENTE (único)

En Zaragoza, a 19 de mayo del 2021

En nombre de S.M. el Rey,

VISTO en grado de apelación ante esta Sección Quinta, de la Audiencia Provincial de ZARAGOZA, los Autos
de Juicio verbal (250.2) 0000793/2019 - 00, procedentes del JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA Nº 7 DE
ZARAGOZA, a los que ha correspondido el Rollo RECURSO DE APELACION (LEC) 0001420/2019, en los que
aparece como parte apelante-demandante, COFIDIS S.A., representada por el/la Procurador de los tribunales,
GUILLERMO GARCIA-MERCADAL GARCIA- LOYGORRI; y asistido por el/la Letrado MARTA ALEMANY CASTELL;
y como parte apelada-demandado,   Romulo   representado por el/la Procurador de los tribunales, Dª MARIA
VICTORIA SANCHEZ VILLAFRANCA y asistido por el/la Letrado D. JOSÉ MARÍA DÍAZ DEL CUVILLO siendo
Magistrado-Ponente, constituido como órgano unipersonal, el ILMO. SR. D. JUAN CARLOS FERNANDEZ
LLORENTE.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Se aceptan los de la sentencia apelada 213/2019 de fecha 30 de septiembre del 2021, cuyo FALLO
es del tenor literal:

"Que estimo parcialmente la demanda presentada por el Procurador D. Guillermo García-Mercadal García-
Loygorri, actuando en representación de Cofidis SA Sucursal en España frente a D.  Romulo  y en su virtud
se condena al demandado a abonar a la demandante la cantidad de 2.148,92 &#x20ac; mas los intereses del
art 576 LEC.

Cada parte abonará las costas generadas a su instancia y las comunes por mitad."

SEGUNDO.- Notificada dicha sentencia a las partes por la representación procesal de COFIDIS S.A; se interpuso
contra la misma recurso de apelación.

Y dándose traslado a la parte contraria se opuso al recurso; remitiéndose las actuaciones a esta Sección Quinta
de la Audiencia, previo emplazamiento de las partes.

TERCERO.- Recibidos los Autos; y una vez personadas las partes, se formó el correspondiente Rollo de
Apelación con el número ya indicado.

No considerando necesaria la celebración de vista, se pasó al Magistrado-Ponente, constituido como órgano
unipersonal, para su resolución.

CUARTO.- En la tramitación de estos autos se han observado las prescripciones legales.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se alza la recurrente frente a la sentencia de instancia que, estimando en parte la demanda, la
condenó al pago de la cantidad de 2.1487,92 euros frente a la de 5.082,19 euros inicialmente reclamada,
reducida a la de 4.741,74 euros tras la eliminación de oficio de cláusulas abusivas.

El apelado se opone al recurso y solicita la confirmación de la sentencia.

SEGUNDO.- El grueso de la diferencia entre lo solicitado y lo concedido lo constituye el interés remuneratorio
eliminado por la sentencia recurrida.

Ciertamente que, como dice el recurrente (y la sentencia recurrida no dice otra cosa) la normativa sobre
cláusulas abusivas en contratos concertados con consumidores no permite el control de abusividad, también
llamado de contenido, del tipo de interés remuneratorio dado que la cláusula en que se establece tal interés
es un elemento esencial del contrato.

En efecto, la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los
contratos celebrados con consumidores, dispone en su artículo 4.2, que "la apreciación del carácter abusivo
de las cláusulas no se referirá a la definición del objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y
retribución, por una parte, ni a los servicios que hayan de proporcionarse como contrapartida ..." Se trata con ello
de evitar que los jueces se conviertan en árbitros de los precios sustituyendo al mercado. La jurisprudencia ha
ratificado estas conclusiones (sents TS 25 de noviembre de 2015 y 28 de mayo de 2018) señalando que no
es posible hacer un control de contenido sobre las condiciones generales de la contratación que regulan los
elementos esenciales del contrato (precio y prestación).

A contrario sensu, las cláusulas que no se refieran a elementos esenciales del contrato sí pueden ser objeto
de control de contenido con el fin de evitar que sean abusivas siempre que el adherente sea un consumidor,
pues solo los consumidores están protegidos frente a cláusulas abusivas.

Según el art. 8.2 de Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación "serán nulas las
condiciones generales que sean abusivas, cuando el contrato se haya celebrado con un consumidor, ...", lo que
ratifica el art. 83 de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios: "Las cláusulas abusivas
serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas."

La sentencia recurrida también afirma (y lo dice con acierto) que, una cláusula como la cuestionada, sí puede
ser objeto de control de incorporación, también llamado de inclusión, al amparo de la Ley sobre Condiciones
Generales de la Contratación. En este caso no es preciso que el adherente sea un consumidor, pues la
protección que otorga esta ley no se limita a los consumidores.

Este control no analiza la legalidad intrínseca de la cláusula cuestionada sino si ésta puede o no incorporarse
válidamente al contrato, para lo cual debe cumplir determinados criterios de accesibilidad y comprensibilidad
(artículos 5 y 7). Lo primero exige que el adherente tenga la posibilidad efectiva de conocer su existencia y
contenido en el momento de la celebración y lo segundo que la redacción de las cláusulas generales se ajusten
a los criterios de transparencia, claridad, concreción y sencillez. En definitiva, en palabras de la sent TS 28 de
mayo de 2018, "El primero de los filtros mencionados, el del art. 7, consiste, pues, en acreditar que el adherente
tuvo ocasión real de conocer las condiciones generales al tiempo de la celebración. [...] El segundo de los filtros
del control de incorporación, previsto en los arts. 5 y 7 LCGC, hace referencia a la comprensibilidad gramatical
y semántica de la cláusula".

La no superación de este control conlleva, más que la nulidad de la cláusula, la no incorporación de la misma
al contrato, aunque los efectos son los mismos.

Este esquema ha sido alterado por la jurisprudencia desde la STS (Pleno) de 9 de mayo de 2013 creando una
segunda diferenciación dentro del control de incorporación, distinguiendo dentro del mismo, entre un primer
control de transparencia formal y un segundo control de transparencia cualificada o material. Señala dicha
sentencia que, dado que la Directiva 93/13/CEE excluye el control de contenido de las cláusulas que definen
el objeto principal del contrato "... siempre que dichas cláusulas se redacten de manera clara y comprensible",
a sensu contrario cabe realizar un control de transparencia.

La exigencia de transparencia, tal y como ha sido entendida por el TJUE y por el TS, no puede reducirse a
un plano formal y gramatical sino que debe tener en cuenta todas las circunstancias del caso concreto, y en
particular la información facilitada al consumidor en el momento de celebrarse el contrato para que pueda
tomar su decisión con pleno conocimiento de causa. Como dice la sentencia del Tribunal Supremo de 8 de junio
de 2017 "no solo es necesario que las cláusulas estén redactadas de forma clara y comprensible, sino también
que el adherente pueda tener un conocimiento real de las mismas, de forma que un consumidor informado pueda
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prever, sobre la base de criterios precisos y comprensibles, sus consecuencias económicas." Como se deduce
de lo anterior, el control de transparencia solo procede en contratos con consumidores.

Desde esta perspectiva cobra especial relevancia la posibilidad de disponer de la información con la debida
antelación para su estudio sosegado. La STJUE de 21 de diciembre de 2016 (caso Gutiérrez Naranjo) abunda
en esta idea al señalar: "50 Ahora bien, a este respecto, el Tribunal de Justicia ha declarado que reviste una
importancia fundamental para el consumidor disponer, antes de la celebración de un contrato, de información
sobre las condiciones contractuales y las consecuencias de dicha celebración. El consumidor decide si desea
quedar vinculado por las condiciones redactadas de antemano por el profesional basándose principalmente en
esa información (sentencia de 21 de marzo de 2013, RWE Vertrieb, C-92/11 , EU:C:2013:180 , apartado 44).

51 Por lo tanto, el examen del carácter abusivo, en el sentido del artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13 , de
una cláusula contractual relativa a la de?nición del objeto principal del contrato, en caso de que el consumidor
no haya dispuesto, antes de la celebración del contrato, de la información necesaria sobre las condiciones
contractuales y las consecuencias de dicha celebración, está comprendido dentro del ámbito de aplicación de
la Directiva en general y del artículo 6, apartado 1, de ésta en particular."

Por regla general la no superación del control de transparencia no supone per se que la cláusula sea abusiva
pues cabe que la misma no tenga efectos negativos para el consumidor aunque desconozca su trascendencia,
sino que deja abierta la puerta para el control de abusividad. En este sentido, la STJUE de 26 de enero de 2017,
caso Banco Primus (C-421/14 ) señala: "62 ... según el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 , las cláusulas
que se re?eran a la de? nición del objeto principal del contrato o a la adecuación entre precio y retribución, por una
parte, y los servicios o bienes que hayan de proporcionarle como contrapartida, por otra -cláusulas comprendidas
en el ámbito regulado por esta Directiva-, sólo quedan exentas de la apreciación sobre su carácter abusivo cuando
el tribunal nacional competente estime, tras un examen caso por caso, que han sido redactadas por el profesional
de manera clara y comprensible ..." Y añade: "67 ... En caso de que el órgano jurisdiccional remitente considere
que una cláusula contractual relativa al modo de cálculo de los intereses ordinarios, como la controvertida en
el litigio principal, no está redactada de manera clara y comprensible a efectos del artículo 4, apartado 2, de la
citada Directiva, le incumbe examinar si tal cláusula es abusiva en el sentido del artículo 3, apartado 1, de esa
misma Directiva ..."

No obstante, esta afirmación debe matizarse a la luz de la Ley 5/2019, de 15 de marzo (no vigente al tiempo
de la celebración de los contratos). La disposición final 8ª ha modificado el art. 83 de la Ley General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, que en su párrafo 21 dice: "Las condiciones incorporadas de modo
no transparente en los contratos en perjuicio de los consumidores serán nulas de pleno derecho." Del mismo
modo, dicha ley ha dado una nueva redacción al art. 5 de la Ley de Condiciones Generales de la Contratación,
que en su apartado 5 dispone: "... Las condiciones incorporadas de modo no transparente en los contratos en
perjuicio de los consumidores serán nulas de pleno derecho."

TERCERO.- Desde la anterior perspectiva y en el marco contractual del crédito revolvente, cobran especial
relevancia Los siguientes parámetros:

1. La posibilidad de disponer de la información precontractual con la debida antelación para su estudio sosegado.

La sentencia del TJUE de 21 de diciembre de 2016 (caso Gutiérrez Naranjo) abunda en esta idea al señalar: "50
Ahora bien, a este respecto, el Tribunal de Justicia ha declarado que reviste una importancia fundamental para el
consumidor disponer, antes de la celebración de un contrato, de información sobre las condiciones contractuales
y las consecuencias de dicha celebración. El consumidor decide si desea quedar vinculado por las condiciones
redactadas de antemano por el profesional basándose principalmente en esa información (sentencia de 21 de
marzo de 2013, RWE Vertrieb, C-92/11 , EU:C:2013:180 , apartado 44).

Y esto es así porque, como dice la sentencia del Tribunal Supremo 170/2018, de 23 de marzo, "la información
precontractual es la que permite realmente comparar ofertas y adoptar la decisión de contratar."

Según el Banco de España (Memoria del Servicio de Reclamaciones de 2009), "La información precontractual
es esencial para que el cliente pueda seleccionar la entidad con la que se unirá financieramente durante el tiempo
que dure el contrato, ya que, frente al derecho de la entidad a autorizar o no las operaciones solicitadas por
sus clientes (y en las condiciones que considere oportunas), el cliente tiene derecho a comparar las ofertas que
le presentan las entidades que operan en el mercado, de modo que esta elección mutua vaya precedida de un
período de reflexión y aceptación por ambas partes."

Cuando esta información precontractual no se proporciona de forma presencial, las entidades prestamistas
deben extremar la diligencia para suministrar al cliente potencial una cuidadosa información a fin de que
comprenda correctamente las consecuencias jurídicas y económicas de estos productos teniendo en cuenta
que este no puede trasladarle su dudas.
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El hecho de que esta información se pueda suministrar de forma escrita "en papel o en cualquier otro
soporte duradero" como autoriza el art. 10.2 de Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al
consumo, no excluye el derecho del consumidor a obtener una información individualizada, como señala el
artículo 11 de la referida norma: "Los prestamistas y, en su caso, los intermediarios de crédito facilitarán al
consumidor explicaciones adecuadas de forma individualizada para que éste pueda evaluar si el contrato de
crédito propuesto se ajusta a sus intereses, a sus necesidades y a su situación financiera, si fuera preciso
explicando la información precontractual, las características esenciales de los productos propuestos y los
efectos específicos que pueden tener sobre el consumidor, incluidas las consecuencias en caso de impago por
parte del mismo."

En parecidos términos, el artículo 6 de la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y
protección del cliente de servicios bancarios señala: "Las entidades de crédito deberán facilitar de forma gratuita
al cliente de servicios bancarios toda la información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar
una decisión informada sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta información deberá ser
clara, oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de entregarse con la debida antelación en función
del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, antes de que el cliente quede vinculado por dicho contrato u oferta."

2. Además, y siempre en contratos como el que nos ocupa, es especialmente relevante hacer constar la TAE.

La sentencia de pleno de TS de 25 de noviembre de 2015 (Roj: STS 4810/2015) lo expresa del siguiente modo:
"Este extremo es imprescindible (aunque no su?ciente por sí solo) para que la cláusula que establece el interés
remuneratorio pueda ser considerada transparente, pues no solo permite conocer de un modo más claro la
carga onerosa que para el prestatario o acreditado supone realmente la operación, sino que además permite una
comparación ?able con los préstamos ofertados por la competencia." Y lo reitera de forma rotunda la de 4 de
marzo 2020 (Roj: STS 600/2020): "La expresión de la TAE es requisito imprescindible, aunque no suficiente por
sí solo, para que la cláusula que establece el interés remuneratorio pueda ser considerada transparente."

Siguiendo las enseñanzas de la sentencia de 9 de mayo de 2013 (cláusula suelo), consideramos que la TAE
debe ser fácilmente aprehensible sin necesidad de tener que acudir al clausulado del contrato.

Pero tal como dice el TS, la mención de la TAE no es suficiente por sí sola dadas la características de este tipo
de contratos, cuya peculiaridad reside en que, a medida que la deuda va siendo saldada, ese dinero vuelve a
estar disponible para que el titular haga uso de él, convirtiendo este medio de pago en una vía de financiación
similar a una línea de crédito, lo que se conoce como crédito rotativo.

Así pues, la carga jurídica y económica del contrato no resulta solo de la TAE, sino que, para comprenderla,
habrá de completarse esta información con la que resulta del clausulado anexo, con el peligro de que una
abrumadora cantidad de datos casi siempre de difícil lectura, pueda diluir la atención del consumidor, como
dice la sent. TS de 9 de mayo de 2013 antes citada respecto de la cláusula suelo.

3) Por último, aunque la mecánica de este producto impide confeccionar un cuadro de amortización, nada impide
proporcionar ejemplos.

Así lo impone hace actualmente y en relación a los créditos revolving, la Orden EHA/2899/2011, de 28
de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios, en su redacción de Orden
ETD/699/2020, de 24 de julio, haciéndose eco del contenido de las sucesivas memorias del servicio de
reclamaciones del Banco de España, que por lo menos desde el año 2009 venía advirtiendo del incremento de
quejas de los usuarios acerca de la compleja forma de liquidación y el peligro de las ampliaciones automáticas
cuando los pagos mensuales no son suficientes para amortizarla -logrando el efecto denominado "bola de
nieve"-. Así, en la memoria del año 2013 se incluye ya una explicación más precisa del fenómeno, lo que se
repite y amplía en los años posteriores. A partir del año 2015, reiterando lo ya afirmado, recomienda como
buena práctica financiera que en los casos en que la amortización del principal se vaya a realizar en un plazo
muy largo (o la forma de pago fuera el mínimo), se facilite de forma periódica información a su cliente sobre los
siguientes extremos: i) El plazo de amortización previsto, teniendo en cuenta la deuda generada y pendiente
por el uso de la tarjeta y la cuota elegida por el cliente (cuándo terminaría el cliente de pagarla deuda si no
se realizasen más disposiciones ni se modificase la cuota). ii) Ejemplos de escenarios sobre el posible ahorro
que representaría aumentar el importe de la cuota sobre el mínimo elegido.

Ciertamente que dicha norma no es aplicable al caso por razones temporales, ni las recomendaciones
del Banco de España son de obligado cumplimento. Pero tampoco existía norma alguna que impusiera
a las entidades bancarias la obligación de realizar simulaciones de escenarios diversos atendiendo al
comportamiento razonablemente previsible del tipo de interés a fin de que el consumidor pudiera decidir con
conocimiento de causa la contratación de un préstamo hipotecario con cláusula suelo, no obstante lo cual
la sent. de 9 de mayo de 2013 consideró dicha ausencia como un factor relevante, aunque no exclusivo ni
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excluyente, en orden a declarar la falta de transparencia de la referida cláusula. Y como quedó dicho, a partir
del año 2015 (el segundo contrato se firmó en 2016) el Banco de España recomendó, como buena práctica
financiera, que se proporcionaran ejemplos de escenarios sobre el posible ahorro que representaría aumentar
el importe de la cuota sobre el mínimo elegido.

CUARTO.- Según la sentencia recurrida, la cláusula que fija el interés remuneratorio en ambos contratos no
supera el control de transparencia material o cualificada.

Dicha sentencia argumenta: "En este caso la mecánica de funcionamiento de los créditos/tarjetas revolving
ya se ha explicado anteriormente y en lo que se estima esencial (y que por ello debería conocer el cliente
incorporándose la misma en debida forma al contrato) consiste en la disposición de un crédito, con un límite
determinado cuya amortización se efectúa con las cuotas mensuales abonadas al banco, partiendo del interés
fijado. Las cuotas periódicas pueden ser un porcentaje de la deuda (con un mínimo según contrato) o una cuota
fija -cuotas periódicas- que el cliente puede elegir y cambiar dentro de unos mínimos establecidos por la entidad.
El hecho de que los intereses generados, las comisiones y otros gastos repercutibles al cliente se sumen y
financien junto con el resto de las operaciones (pagos en comercios o Internet, reintegros de cajero) implica que,
ante tipos elevados de interés de la cuota de la tarjeta, cuando se pagan cuotas mensuales bajas respecto al
importe total de la deuda, la amortización del principal se realiza en un periodo de tiempo muy prolongado, lo
que supone el pago total de una cifra elevada de intereses a medio y largo plazo, y que se calculan sobre el total
de la deuda pendiente.

La explicación de esta mecánica y en particular las consecuencias que implica la elección por parte del cliente
de una cuota fija reducida y los efectos que ello lleva aparejado cuando se hace uso de la línea de crédito en este
caso no se consideran adecuadamente explicitadas en ninguno de los dos contratos aportados (prueba de ello
es el tenor literal de los mismos obrantes en autos).

Para resolver la cuestión deben examinarse los contratos por separado.

1) Contrato de 31/01/2013

En la primera hoja del mismo, denominada "Solicitud de crédito", consta a la izquierda una TAE de 24,61 %.
Justo encima se expresa que son 48 mensualidades por un importe mensual de 159 euros.

A la derecha aparecen las siguientes explicaciones: "TAE (Tasa Anual Equivalente) desde 10.95% (Tipo Deudor
anual: 10,44%) hasta 24,51 % (Tipo Deudor anual: 22,12%), en función del importe dispuesto y del plazo de
amortización. Ver condiciones generales clausula nº 6. Calculo teórico sin reutilización del disponible, sin
promociones de pago especiales (periodo de carencia, cuotas reducidas, tipo reducido) y sin seguro opcional.
En todos los casos, la última cuota será inferior en función de la fecha de financiación. Sujeto a aprobación de
Cofidis Sucursal en España. Oferta comercial válida 1 año a partir de la fecha indicada en el contrato. Ejem.:
para 1.000 &#x20ac;, 33 mensualidades de 40 &#x20ac; y una residual de 32,84 &#x20ac;, TAE 24,51%."

La clausula nº 6 a la que remite el texto dice: "Coste del crédito: El tipo de Interés a aplicarse variará en función
del saldo pendiente de la línea de crédito, existiendo 3 tramos: 1.- Para saldos pendientes de hasta 6000 euros se
aplicará un tipo deudor anual del 22,12%. 2.- Para saldos pendientes superiores a 6000 euros e inferiores o iguales
a 9000 euros, el tipo deudor anual será del 15,76%. 3.- Para saldos pendientes superiores a 9000 euros, el tipo
deudor anual será del 10,44%. El coste del crédito comprende los Intereses devengados por el capital utilizado.
El tipo de interés podrá ser revisado de conformidad con lo expresado en la condición 13. La TAE oscilará entre
el 24,51% y el 10.95%, dependiendo del Importe dispuesto de la línea de crédito y del plazo de amortización."

Seguidamente aparece una cuadro con varios ejemplos de los que resulta: Para líneas de crédito de hasta
6000 euros, la TAE" será del 24,51%. 2· Para 7000 euros, la TAE* será del 21,88%. 3-Para 8000 euros, la TAE"
será del 20,34%. 4- Para 9000 euros, la TAE* será del 19 ,56%. 5-Para 10000 euros, la TAE* será del 17,70%. 6·
Para 11000 euros, la TAE*será del 16.25%. 7-Para 12000 euros, la TAE' será del 15,32%.

El asterisco explica: "*TAE. Cálculo teórico sin reutilización del disponible, sin seguro, sin comisiones,
penalizaciones o indemnizaciones, sin promociones de pago especial y con una tasa de amortización del 3,4%
sobre la línea de crédito, considerando que se dispone en un inicio del total de la misma. Las TAE han sido
calculadas de acuerdo con la Circular 5/23012 del Banco de España (BOE Nº 161 de 6/07/12) y con la Ley
16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo".

2 Contrato de 14/04/2016

En la primera hoja del mismo, denominada "Solicitud de crédito", consta en negrita la siguiente advertencia:

"Información importante de su solicitud
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-Préstamo personal de 5000,00 &#x20ac;. Usted recibirá en caso de aceptación por parte de Cofidis una tabla
de amortización en la que se le indicaran todos los pagos a realizar así como las fechas indicadas para ello.

-Los 5000,00 &#x20ac; que solicita los abonará en 48 mensualidades de 139,03 &#x20ac; cada una que se
pasarán por su banco no más tarde del día 5 de cada mes. La devolución del importe de supréstamo o de su
línea de crédito se realizará mediante el pago de cuotas mensuales, que se giran al número de cuenta bancario
que usted ha indicado en el contrato. Para el cálculo de sus cuotas se tendrá en cuenta el importe financiado,
sobre el que se aplicará el tipo de interés pactado contractualmente. En su cuota mensual se incluirá una parte
de intereses, otra parte de capital, así como la prima del seguro de protección de la deuda, en caso de que usted
no haya contratado. Además, en caso de impago se le cargara la correspondiente comisión de devolución de
recibo, de acuerdo a lo establecido en su contrato.

-El tipo deudor anual es del 14,95 % equivalente a una TAE de 16,02 %.

En base a lo dispuesto en la Circular 5/2012 de 27 de junio del Banco de España le informamos que puede
acceder a través del link http://www. cofidis.es/documentos/información legal/normas pdf al anejo 1, donde
encontrará los tipos de interés habitualmente aplicados a las comisiones habitualmente percibidas, así como
otras operaciones consideradas habituales para su información.

-Comisión de apertura: importe de la comisión:

-Comisión por devolución de recibos: 20 &#x20ac;.

-Comisión por reembolso anticipado; 1% del capital reembolsado anticipadamente, si el periodo restante entre
el reembolso anticipado y la terminación acordada del contrato de crédito es superior a un año; si el periodo no
supera un año la comisión será del 0,50%.

-El presente contrato ofrece al cliente la posibilidad de disfrutar de una línea de crédito que previa aceptación
por Cofidis podrá ser activada por el importe acordado entre las partes. Dicha línea de crédito se rige por las
condiciones generales de la cuenta permanente que usted ha recibido."

seguidamente en el apartado de datos financieros constan los siguientes:

-Importe total financiado: 5000,00 &#x20ac;

-Importe transferido: 5000,00 &#x20ac;

-Importe total de los pagos: 6646, 27 &#x20ac;

-Número de cuotas: 48

-Mensualidad 139,00 &#x20ac;

-Tipo deudor: 14, 95 % TAE 16,02 %

QUINTO.- Dicho lo cual, no se duda que el contrato que nos ocupa supera el control de inclusión o incorporación
(arts. 5 y 7 LCGC): es legible, el tamaño de letra cumple el mínimo exigible, sus cláusulas son, en general,
claras, concretas y sencillas bien que algunas de ellas exigen un estudio sosegado, pero son gramaticalmente
comprensibles. Tampoco dudamos de que el consumidor lo tuvo a su disposición con antelación y tuvo la
oportunidad de conocer su contenido, lo que no quiere decir que lo haya comprendido, máxime cuando la
contratación no fue presencial. Información esta que se facilitó mediante la Información Normalizada Europea
sobre el crédito al consumo que figura en el anexo II de Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito
al consumo, lo que permite presumir que las cláusulas se incorporaron al contrato como resulta del art. 10.5
de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo.

Pero no podemos decir lo mismo de la transparencia.

En primer lugar, parece claro que la comercialización de las tarjetas no fue presencial, de tal modo que la única
información de la que pudo disponer el consumidor es la documental. Como quedó dicho, en estos casos
es exigible al oferente un plus en las exigencias de claridad puesto que la contratación no presencial supone
una mayor dificultad de comprensibilidad real del producto en cuanto el adquirente es un mero sujeto pasivo
incapacitado para pedir aclaraciones.

Pues bien; la documentación suministrada destaca por su extensión, lo cual, lejos de facilitar la
comprensibilidad real produce el efecto contrario. El contrato contiene una serie abrumadora de datos en
un clausulado extenso, que hacen que el prestatario no pueda centrar su atención y deba buscar la cláusula
concreta que le interesa. Se trata de bloques de texto densos de muy difícil lectura por su extensión y por
la forma en que se plasman en el papel. No es que las frases no sean gramaticalmente comprensibles pero
su comprensibilidad real no siempre está al alcance de un consumidor atento y perspicaz, no solo por la
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sobreabundancia de datos que incorpora el documento sino también por las exorbitantes obligaciones que le
impone al prestatario y a las numerosísimas facultades que se reserva la predisponente, lo que hace muy difícil
conocer los límites en los que se desenvuelve el contrato, lo que a la postre dificulta al cliente la comprensión
real del producto.

En el encabezamiento de los contratos no se identifica con claridad que lo que se está contratando es un
crédito revolvente. Simplemente se dice "solicitud de crédito". Con ello, además de vulnerarse la exigencia del
art. 12.2.a.) de Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, no se explica si la financiación
se hace bajo la forma de pago aplazado, préstamo o línea de crédito. Los ejemplos crean la apariencia de
que se trata de un contrato de préstamo en el que consumidor abona el día estipulado la cuota así como los
intereses pactados. No se explica que se está concediendo una muy especial línea de crédito. En la tarjeta
revolving el pago se realiza a través de pagos aplazados mediante una cuota mensual, normalmente fija aunque
puede ser también un porcentaje de la deuda existente, de tal manera que si el gasto supera esa cuota, la
deuda aumenta. La consecuencia es que, si se paga una cuota mensual baja respecto al importe de la deuda,
la amortización del principal se realizará a un plazo muy largo, lo que puede derivar en que se tengan que pagar
muchos intereses que acabarán siendo capitalizados, como reconoce la sentencia TS de 4 de marzo 2020, y si
bien el anatocismo no es ilícito per se, debe estar pactado y explicado a fin de que el consumidor comprenda
la carga económica que comporta dicha capitalización.

Es cierto que sí aparece la TAE, pero sujeta a tantas variables que resulta difícil que el consumidor pueda saber
de una manera sencilla el interés que debe pagar en cada momento. Por más que el significado de cada una
de las previsiones, analizadas por separado, pueda ser fácilmente interpretable, ello confunde al consumidor
sobre cómo se conforma el precio que debe pagar.

Además, la prestataria se reserva la facultad de modificar el interés de acuerdo a unos parámetros que no se
explican en la misma cláusula sino en otra, a la que remite, que no sólo resulta de difícil comprensión, sino
que, en caso de desacuerdo, le impone al consumidor unas exigencias tan gravosas que resulta disuasoria.

Por otro lado, el contrato contiene una previsión de anatocismo dado que "los intereses de las cuotas no
satisfechas se entenderán capitalizados y producirán intereses al mismo tipo que el del crédito." Como se ha
dicho, el pacto de anatocismo no está prohibido, pero debe ser explicado a fin de que el prestatario comprenda
la carga económica que comporta dicha capitalización, cosa que no consta que haya sucedido, no pudiéndose
considerar cumplido este requisito cuando dicho pacto aparece fuera de la cláusula de intereses y escondido
en la relativa a comisiones, como si se tratara de una simple comisión por descubierto. Lo que ayuda a que
la cláusula pase desapercibida.

Algo parecido podemos decir en relación a los ejemplos, que además de hacer pensar en un contrato de
préstamo, están muy condicionados en cuanto se trata cálculos teóricos "sin reutilización del disponible, sin
seguro, sin comisiones, penalizaciones o indemnizaciones, sin promociones de pago especial y con una tasa de
amortización del 3,4% sobre la línea de crédito, considerando que se dispone en un inicio del total de la misma."
Tales excepciones inutilizan los ejemplos, en particular porque ignoran por completo el caso que debían ilustrar,
esto es, el crédito revolvente, en cuanto ejemplifican un supuesto en que no existe reutilización del disponible.

A la vista de cuanto antecede, coincido con la sentencia de instancia en que la cláusula controvertida no supera
el control de transparencia material o reforzado.

Como quedó dicho, la falta de transparencia permite llevar a cabo un control de abusividad en los términos
del artículo 82.1 de Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios: "Se considerarán
cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas individualmente y todas aquéllas prácticas no
consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor
y usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato."

Estimo que la cláusula relativa al pago de intereses es contraria a las exigencias de la buena fe y causa un
perjuicio al consumidor, que acaba siendo, en palabras de la sentencia TS de 4 de marzo 2020 antes citada, un
cliente cautivo: "las propias peculiaridades del crédito revolving, en que el límite del crédito se va recomponiendo
constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy elevadas en comparación con la deuda pendiente y
alargan muy considerablemente el tiempo durante el que el prestatario sigue pagando las cuotas con una elevada
proporción correspondiente a intereses y poca amortización del capital, hasta el punto de que puede convertir
al prestatario en un deudor "cautivo", y los intereses y comisiones devengados se capitalizan para devengar el
interés remuneratorio"

En consecuencia, procede confirmar la sentencia recurrida.

SEXTO.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 398.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil procede imponer
las costas de la apelación a la parte recurrente. Con pérdida del depósito constituido para recurrir.
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Vistos los preceptos legales citados, concordantes y demás de pertinente aplicación,

FALLO

1). Se desestima el recurso de apelación interpuesto por COFIDIS S.A. SUCURSAL EN ESPAÑA, y se confirma
la sentencia dictada por el Ilmo Sr. Magistrado Juez del Juzgado de Primera Instancia N.º 7 de Zaragoza.

2). Con condena en costas a la parte apelante.

1). Dese al depósito el destino legal.

Contra la presente resolución no cabe recurso.

Remítanse las actuaciones al Juzgado de procedencia, junto con testimonio de la presente, para su ejecución
y cumplimiento.

Así, por esta mi Sentencia, de la que se unirá testimonio al rollo, lo pronuncio, mando y firmo.

La difusión del texto de este documento a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales
incluidos en este documento no podrán ser cedidos ni comunicados a terceros. Se le apercibe en este acto
que podría incurrir en responsabilidad penal, civil o administrativa.
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